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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
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Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2008-00229-03

Demandante:

BLANCA RUTH GIRALDO RAMÍREZ
Demandado: 

JOSÉ JESÚS ARISTIZÁBAL OROZCO y otros.
Proceso:                
Prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio (VIS) 

Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Temas: 

PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA / VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL /  PRUEBA DEL AVALÚO / LA LEY NO EXIGE COMO REQUISITO DEL USUCAPIENTE LA CARENCIA DE OTROS BIENES O ACREDITACIÓN DE NECESIDAD DE VIVIENDA / LA DEMOSTRACIÓN DE RELACIÓNES COMERCIALES ENTRE LAS PARTES NO IMPIDE USUCAPION / CONFIRMA 
De lo anterior puede inferirse por este estrado judicial, contrario a lo argumentado por el apelante, que el inmueble litigado cataloga como vivienda de interés social, conforme a los parámetros fijados inicialmente por el artículo 44 de la Ley 89 de 1989, modificado por el artículo 3º de la Ley 2ª de 1991, posteriormente por el artículo 91 de la Ley 388 de 1997 y luego por el artículo 104 de la Ley 812 de 2003. Si bien no se acreditó específicamente el avalúo correspondiente al año 2004, puede inferirse sin hesitación alguna que para aquella anualidad este se encontraba comprendido dentro de los parámetros contemplados en la normativa antes citada. Por otro lado, tampoco se ha demostrado que su valor sobrepase el equivalente a 135 salarios mínimos mensuales vigentes para la época en que pudo la actora haber adquirido el inmueble por usucapión (año 2004).

(…)
Como bien lo explica la Corte, se concreta la prescripción extraordinaria -que es la que interesa en este asunto- cuando el bien está en el comercio humano y es poseído «sin violencia, clandestinidad o interrupción» por el tiempo fijado en la ley (art. 2518, C.C.), lo que, tratándose de viviendas de interés social, acontece al vencimiento del término de cinco años establecido en el ya citado artículo 51 de la Ley 9ª de 1989. De manera que para nada se menciona como requisito que el usucapiente carezca de otros bienes o se demuestre la necesidad de vivienda.
(…)

El último reparo se refiere a que, contrario a lo argumentado por el a quo, sí se probó la existencia de la relación comercial entre la demandante, su esposo y el causante Pedro Pablo Aristizábal Orozco. Para este Tribunal, como lo afirma el apelante, sí se probó la relación comercial invocada, empero ello ninguna trascendencia tiene sobre la decisión tomada en primera instancia. Claro, la demandante en principio, como quedó visto negó cualquier tipo de relación comercial con el difunto, pero luego la admite en el interrogatorio de parte; además, los testigos traídos por la parte demandada así lo afirmaron; pero de allí no se deriva que esté probada su condición de tenedora del inmueble objeto del proceso o que reconozca dueño ajeno. Tal relación no es en sí tal una talanquera u obstáculo para haber ganado el inmueble por el modo de la usucapión. Este reparo es intrascendente.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia
Magistrado: 
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   Pereira, Risaralda, diecisiete (17) de julio de dos mil dieciocho (2018)

Acta No. 259-del 17-07-2018
Expediente 66170-31-03-001-2008-00229-03
I. ASUNTO
Procede la Sala a desatar el recurso de APELACIÓN interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandada contra la sentencia calendada el 30 de junio de 2015, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso de pertenencia de vivienda de interés social, impetrado por BLANCA RUTH GIRALDO RAMÍREZ, frente a JOSÉ JESÚS ARISTIZÁBAL OROZCO, MARÍA SOFÍA ARISTIZÁBAL OROZCO, HORACIO ARISTIZÁBAL OROZCO, GERARDO DE JESÚS ARISTIZÁBAL OROZCO, CRISITIAN FERNANDO ARISTIZÁBAL RESTREPO, JENNIFER ALEXANDRA ARISTIZÁBAL RESTREPO, MANUEL TIBERIO ARISTIZÁBAL OROZCO, JORGE ANÍBAL ARISTIZÁBAL OROZCO, MARÍA DE LOS ÁNGELES ARISTIZÁBAL OROZCO y PERSONAS INDETERMINADAS.
II. ANTECEDENTES
1. Pretende la señora BLANCA RUTH GIRALDO RAMÍREZ se declare, que ha adquirido por prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio una vivienda de interés social, ubicada en la Urbanización Tejares de la Loma, manzana 14 casa 32 del Municipio de Dosquebradas, distinguida con matrícula inmobiliaria No. 294-40857 de esa municipalidad, debidamente alinderada en el libelo. También solicita se ordene la inscripción de la sentencia en dicho folio de matrícula y condenar en costas a la parte demandada.
2. Para pedir lo antes consignado se basó principalmente en que: (a) La señora Blanca Ruth Giraldo Ramírez, vive en dicho bien inmueble en calidad de poseedora desde al año 1999 ejerciendo actos de señora y dueña, que dice consisten en la instalación de tanque purificador de agua, así como del servicio público de gas domiciliario, pagar impuestos municipales, sustitución de la cocina por una integral, compra e instalación de closets metálicos, de reja en hierro para el patio, cambio de redes de alcantarillado, enchape de pisos y de dos baños y pintura del inmueble. (b) Desde el año 1999 ha sido reconocida como poseedora y propietaria del inmueble por sus vecinos, quienes pueden dar fe. (d) Que dicha posesión por más de nueve años tiene origen en un contrato verbal celebrado entre la demandante y el señor Pedro Pablo Aristizábal Orozco.
III. TRÁMITE DEL PROCESO
1. Previa declaración de nulidad por este Tribunal y subsanada la demanda, fue admitida por auto del 12 de octubre de 2011, en el que se dispuso su notificación, traslado y el emplazamiento a las personas indeterminadas conforme a los artículos 318 y 407 del C.P.C. También se ordenó la inscripción de la misma en el registro de instrumentos públicos (fls. 147-150 c. ppl.).  Cumplido el emplazamiento en forma regular, se les designó a las personas indeterminadas curador ad litem, quien dio contestación a la demanda, manifestando que se atiene a lo que resulte probado dentro del proceso.
2. Por su parte, los demandados, mediante vocero judicial, dieron respuesta a la demanda oponiéndose al petitum.  Respecto de los hechos manifestaron que no son ciertos, excepto el primero. Propusieron las excepciones que denominaron “Falta de requisitos legales para adquirir por prescripción adquisitiva de dominio por parte de la demandada”, “Calidad de mera tenedora por parte de la demandante del inmueble objeto de la litis” y “La genérica”.
3. Agotada la etapa probatoria, sobrevino la de alegaciones, aprovechada por ambas partes; luego se profirió sentencia de primer grado el 30 de julio de 2015.
IV. LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
1. El juzgado de conocimiento puso fin a la instancia mediante el fallo objeto del recurso, en el cual accedió a las pretensiones de la demanda, declarando a la actora como adquirente por usucapión del inmueble objeto de la demanda.  El sentenciador, tras referirse a los fundamentos fácticos o causa petendi, pretensiones y sustentos legales, discurrió sobre la prescripción adquisitiva de dominio y específicamente de la vivienda de interés social, refiriéndose al artículo 44 de la Ley 9ª de 1989, respecto a las condiciones que debe reunir un inmueble para ser considerado vivienda de interés social.
2. Después de haber analizado las pruebas, adujo: “De todo lo anterior, deviene claro para el Juzgado, que las pretensiones de la actora están llamadas a su prosperidad, al haber logrado acreditar el cumplimiento de los presupuestos que conforme a la ley y la jurisprudencia habilitan para ganar por prescripción adquisitiva de dominio, el inmueble de que trata las pretensiones de la demanda, el que conforme a las pruebas obrante en el expediente, tiene la condición de ser una vivienda de interés social; es evidente que la demandante lo ha poseído por espacio de más de diez años aproximadamente, de manera pública, quieta, pacífica e ininterrumpida, término durante el cual ha realizado mejoras, sin que ninguna persona se haya opuesto a ello, o le haya disputado el inmueble alegando y probando mejor derecho, durante el tiempo en que se consumó el término prescriptivo.”
V.  EL RECURSO DE APELACIÓN
1. Inconforme con la decisión, el gestor judicial de los demandados la apeló. Alega como reparos: (i) La demandante no cumplió con la carga de acreditar la calidad de vivienda de interés social, ni demostró su avalúo.  (ii) El señor juez de instancia no tuvo en cuenta las declaraciones de la parte demandada que dan cuenta que el propietario del inmueble vivía en Costa Rica y por ello debió, aplicar el artículo 2529 del Código Civil que señala términos distintos para la prescripción, según se trate de presentes o ausentes. (iii) La actora no cumple el requisito para prescribir una vivienda de interés social: “Que sea para brindar una solución de vivienda a una familia con necesidad de vivienda, por tanto, debe entenderse que la persona que solicita la prescripción carezca de otros bienes” y el apelante probó que ella sí los tiene. (iv) El a quo tampoco analizó la calidad de mera tenedora de la demandante, pues en el hecho 7 de la demanda se dice que celebró un contrato de comodato precario con el señor Pedro Pablo Aristizábal Orozco, por lo cual no puede tenerse como poseedora. (v) No analizó el despacho, a partir de la declaración de Alberto León Jaramillo Bonilla, quien dijo le había vendido el inmueble litigado a la actora en $23.000.000, de los cuales consignó $22.000.000; por lo que restándoles un millón, lo más prudente era acudir a una demanda ejecutiva por obligación de hacer, en vez de iniciar la de prescripción adquisitiva. (vi)  Contrario a lo que argumenta el a quo, sí se probó la existencia de la relación comercial entre la demandante, su esposo y el causante Pedro Pablo Aristizábal Orozco.
2. La contraparte se pronunció para que en esta instancia se confirme el fallo apelado.
VI. CONSIDERACIONES
1. Se observa en el caso sub lite que concurren cabalmente los denominados presupuestos procesales, de tal suerte que no aparece reproche por hacer desde el punto de vista, en torno de la validez de lo actuado, en virtud de lo cual puede la Sala pronunciarse de fondo.

2. En cuanto a la legitimación en la causa, decantado se presenta hoy este concepto, y se sabe que no se trata de un presupuesto procesal, sino de un presupuesto material de la pretensión, cuya verificación procede aun de oficio.

Según claras previsiones legislativas están legitimados en la causa por activa todos aquéllos que crean haber adquirido el bien por el modo de la prescripción, sea ordinaria o extraordinaria. Así lo establece de manera diáfana la regla 1ª del artículo 407 del C.P.C., vigente para cuando se presentó la demanda.  Por pasiva la pretensión deberá dirigirse contra los titulares de derechos reales sujetos a registro sobre el bien reclamado en usucapión y en todo caso deberá ordenarse el emplazamiento de las personas que se crean con derechos sobre el respectivo bien (reglas 5ª y 6ª del mismo precepto).

Este presupuesto de la pretensión en el caso examinado no acusa ninguna deficiencia como quiera que la actora BLANCA RUTH GIRALDO RAMÍREZ cree haber adquirido el bien por prescripción, y por pasiva concurren JOSÉ JESÚS ARISTIZÁBAL OROZCO, MARÍA SOFÍA ARISTIZÁBAL OROZCO, HORACIO ARISTIZÁBAL OROZCO, GERARDO DE JESÚS ARISTIZÁBAL OROZCO, CRISITIAN FERNANDO ARISTIZÁBAL RESTREPO, JENNIFER ALEXANDRA ARISTIZÁBAL RESTREPO, MANUEL TIBERIO ARISTIZÁBAL OROZCO, JORGE ANÍBAL ARISTIZÁBAL OROZCO, MARÍA DE LOS ÁNGELES ARISTIZÁBAL OROZCO, personas que según el certificado expedido por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas son los titulares del dominio sobre el inmueble litigado (fls. 146 c. ppl.).
3. En el sub judice se pretende la declaración de pertenencia, por prescripción extraordinaria, regulada en la Ley 9ª de 1989, aduciéndose que el inmueble determinado en el libelo tiene la calidad de vivienda de interés social y ha sido poseído por la demandante por más de 9 años.  El funcionario judicial de primer nivel acogió las pretensiones de la demanda. Por su parte, el recurrente aduce que en el presente caso no se acreditó la calidad de vivienda de interés social; se contó mal el tiempo de posesión por encontrarse el anterior propietario del inmueble en el exterior; la actora no cumple el requisito para prescribir una vivienda de interés social, esto es necesidad de vivienda; la actora es mera tenedora; debió acudir a una demanda ejecutiva por obligación de hacer y, además, sí se probó la existencia de la relación comercial entre la demandante, su esposo y el causante Pedro Pablo Aristizábal Orozco.
4. Así las cosas, la Sala debe determinar si en este caso concreto erró el funcionario judicial de primer grado, al acceder a las pretensiones de la demanda, como lo expone el recurrente.  Para efectos de lo anterior, previamente, la Sala hará una breve referencia al marco normativo y jurisprudencial que regulan el caso bajo estudio.
5. Conforme a la ya tradicional jurisprudencia de nuestra Corte Suprema de Justicia, de las normas que disciplinan la materia se deduce que son cuatro los requisitos que se necesitan para que la prescripción adquisitiva de dominio tenga éxito, a saber: (a) La posesión  material en el prescribiente y en sus antecesores, cuando se pretendan sumar –artículos 762, 2512, 2518 y 2521 del Código Civil.  (b) Que la posesión se haya prolongado en el tiempo exigido por la ley, el cual, para la prescripción extraordinaria de las viviendas de interés social, alegada aquí, es de 5  años
. (c)  Que esa posesión haya ocurrido ininterrumpidamente –artículo 2522 del Código Civil, y (d) Que el bien cuya prescripción se persigue sea de aquellos susceptibles de adquirirse por ese modo.  En este caso, quien cree que en su favor se ha cumplido la prescripción adquisitiva, demanda para que el juez haga la declaración de pertenencia.
6. En reciente fallo, la Corte Suprema de Justicia, con respecto a la declaración de pertenencia de vivienda de interés social expresó:

“3.1. La usucapión, como modo originario de hacerse al dominio de las cosas ajenas (art. 765 C.C.), se configura por los hechos, es decir, cuando se cumplen los requisitos propios que la estructuran, independientemente de que el poseedor haya o no demandado su reconocimiento, o de que se hubiere resuelto favorablemente su solicitud, mediante sentencia judicial en firme, providencia ésta que es meramente declarativa de haber operado la adquisición.

Con otras palabras, el detentador de una cosa con ánimo de señor y dueño se vuelve su propietario, apenas cumple los requisitos legales necesarios para ello, es decir, en el caso de la prescripción adquisitiva extraordinaria -que es la que interesa en este asunto- cuando el bien está en el comercio humano y es poseído «sin violencia, clandestinidad o interrupción» por el tiempo fijado en la ley (art. 2518, C.C.), lo que, tratándose de viviendas de interés social, acontece al vencimiento del término de cinco años establecido en el ya citado artículo 51 de la Ley 9ª de 1989.

Esa comprensión de la usucapión, permite aseverar que cuando el artículo 44 de la Ley 9ª de 1989 consagró que son «viviendas de interés social todas aquellas soluciones de vivienda cuyo precio de adquisición o adjudicación sea o haya sido, en la fecha de su adquisición» (subrayas y negrillas no son del texto), equivalente a los salarios mínimos legales mensuales que el mismo precepto seguidamente señaló, en el evento de que la «adquisición» haya operado por el modo de la usucapión y, más exactamente, por la vía de la prescripción extraordinaria, ha de entenderse que ello tiene concreción con la consolidación de la señalada figura jurídica, esto es, al completarse el término de cinco años que fijó de manera muy especial el artículo 51 ibídem.

Recordó la Corte que, “Esa, precisamente, ha sido la posición de la Corte, al decir, reiterando doctrina anterior, en alusión al artículo 44, inciso 1º de la Ley 9ª de 1989, que el tema de la ‘adquisición’ allí referida, se entronca con el cumplimiento de los requisitos legales para adquirir las cosas ajenas, entre ellas el tiempo de posesión con ánimo de señor y dueño, caso en el cual ‘el favorecido con la prescripción puede alegarla, ya como defensa o como fundamento de una acción de propiedad, de la misma manera que puede alegarse cualquier otro título de dominio’.” (Sentencia de casación de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, del 1 de septiembre de 2014 SC-11641 M. P. Ariel Salazar Ramírez).
7. Siendo así las cosas, con estricto apego a lo dispuesto en el artículo 357 del C.P.C., se abordará el estudio de los reparos formulados al fallo, en el orden que expuso el apelante.

7.1. El primero de ellos tiene que ver con que la demandante no cumplió con la carga de acreditar la calidad de vivienda de interés social, además de no haber demostrado su avalúo. Para esta Sala de decisión, conforme a la referencia jurisprudencial que antecede, si la actora entró en posesión del predio nueve años antes de la presentación de la demanda, que lo fue para el 1 de septiembre de 2008, el avalúo del inmueble debió ser una vez cumplidos los cinco años de posesión, esto es, referido al mes de septiembre del 2004. Para dicho año, el salario mínimo mensual vigente era de $358.000 (decreto 4360 de 2004); es decir, conforme a la Ley 9ª de 1989 se consideraba como vivienda de interés social aquella que no sobrepasara la cantidad de 135 smlmv, esto es $48.330.000.

El avalúo del inmueble ordenado por el juzgado y que fue arrimado al proceso, tiene fecha de 3 de marzo de 2010. El auxiliar de la justicia dictaminó que la vivienda objeto del proceso tiene un avalúo de $34.560.000. Corrido el traslado, las partes guardaron silencio (fl. 21 a 25 del cuaderno número 2). El salario mínimo legal vigente para dicha anualidad era de $515.000 (decreto 5053 de 2010), por lo cual el valor del avalúo corresponde a 67,1068 salarios mínimos, cantidad inferior a los 135 que establece la ley 9ª de 1989.

Ahora, con la demanda, la actora allegó dos copias de recibos o facturas de impuesto predial del inmueble objeto de la litis, provenientes del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en los cuales se consigna el avalúo catastral, así: Para el año 2007 $12.689.000 y para el 2008 $13.197.000. El juzgado ordenó tenerlos como pruebas sin que tal decisión fuera cuestionada por la contraparte (fls. 23 a 27 y 283 del cuaderno principal).

Entonces, si se toma el valor del salario mínimo legal para cada uno de esos años, $433.700 (decreto 4580 de 2006) y $461.500 (decreto 4965 de 2007), 135 smlmv equivalen a $58.549.500 y $62.302.500, respectivamente.

De lo anterior puede inferirse por este estrado judicial, contrario a lo argumentado por el apelante, que el inmueble litigado cataloga como vivienda de interés social, conforme a los parámetros fijados inicialmente por el artículo 44 de la Ley 89 de 1989, modificado por el artículo 3º de la Ley 2ª de 1991, posteriormente por el artículo 91 de la Ley 388 de 1997 y luego por el artículo 104 de la Ley 812 de 2003. Si bien no se acreditó específicamente el avalúo correspondiente al año 2004, puede inferirse sin hesitación alguna que para aquella anualidad este se encontraba comprendido dentro de los parámetros contemplados en la normativa antes citada. Por otro lado, tampoco se ha demostrado que su valor sobrepase el equivalente a 135 salarios mínimos mensuales vigentes para la época en que pudo la actora haber adquirido el inmueble por usucapión (año 2004).
Ningún análisis al respecto elaboró el a quo; pese a ello dio por sentado que se trataba de una vivienda de interés social, situación jurídica que de acuerdo a lo expuesto se mantendrá en esta instancia, por lo cual no prospera el reparo.

7.2. El atinente a que el señor juez de instancia no tuvo en cuenta las declaraciones de la parte demandada, en cuanto a que el propietario del inmueble vivía en Costa Rica y por ello debió aplicar el artículo 2529 del Código Civil, que señala términos distintos para la prescripción, según se trate de presentes o ausentes, tampoco tiene vocación de prosperidad, toda vez que la norma en cita está referida exclusivamente a la prescripción ordinaria, como lo señala su texto:

“Artículo 2529. Tiempo para la prescripción ordinaria. Modificado por el art. 4, Ley 791 de 2002. El nuevo texto es el siguiente: El tiempo necesario a la prescripción ordinaria es de tres (3) años para los muebles y de cinco (5) años para bienes raíces.
Cada dos días se cuentan entre ausentes por uno solo para el cómputo de los años.
Se entienden presentes para los efectos de la prescripción, los que viven en el territorio, y ausentes los que residan en país extranjero.”
En el caso bajo estudio, claramente se trata de una prescripción extraordinaria, reglamentada de manera especial en la Ley 9ª de 1989, reformada por la Ley 387 de 1999, por tratarse de una vivienda de interés social. Su artículo 51 dispone:

“A partir del primero (1) de enero de 1990, redúzcase a cinco (5) años el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva extraordinaria de las viviendas de interés social.

A partir del primero (1) de enero de 1990, redúzcase a tres (3) años el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva ordinaria de las viviendas de interés social. Valdrá la posesión acumulada a la fecha establecida en los incisos anteriores.”
 7.3. En el tercer reparo, aduce el apelante que la actora no cumple el requisito para prescribir una vivienda de interés social: “Que sea para brindar una solución de vivienda a una familia con necesidad de vivienda, por tanto, debe entenderse que la persona que solicita la prescripción carezca de otros bienes” y el apelante probó que ella si los tiene.

Frente a los requisitos para la prescripción de una vivienda de interés social, en la sentencia SC11641-2014, la Corte Suprema de Justicia, señaló:

“Con otras palabras, el detentador de una cosa con ánimo de señor y dueño se vuelve su propietario, apenas cumple los requisitos legales necesarios para ello, es decir, en el caso de la prescripción adquisitiva extraordinaria -que es la que interesa en este asunto- cuando el bien está en el comercio humano y es poseído «sin violencia, clandestinidad o interrupción» por el tiempo fijado en la ley (art. 2518, C.C.), lo que, tratándose de viviendas de interés social, acontece al vencimiento del término de cinco años establecido en el ya citado artículo 51 de la Ley 9ª de 1989.  

Esa comprensión de la usucapión, permite aseverar que cuando el artículo 44 de la Ley 9ª de 1989 consagró que son «viviendas de interés social todas aquellas soluciones de vivienda cuyo precio de adquisición o adjudicación sea o haya sido, en la fecha de su adquisición» (subrayas y negrillas no son del texto), equivalente a los salarios mínimos legales mensuales que el mismo precepto seguidamente señaló, en el evento de que la «adquisición» haya operado por el modo de la usucapión y, más exactamente, por la vía de la prescripción extraordinaria, ha de entenderse que ello tiene concreción con la consolidación de la señalada figura jurídica, esto es, al completarse el término de cinco años que fijó de manera muy especial el artículo 51 ibídem.”
Como bien lo explica la Corte, se concreta la prescripción extraordinaria -que es la que interesa en este asunto- cuando el bien está en el comercio humano y es poseído «sin violencia, clandestinidad o interrupción» por el tiempo fijado en la ley (art. 2518, C.C.), lo que, tratándose de viviendas de interés social, acontece al vencimiento del término de cinco años establecido en el ya citado artículo 51 de la Ley 9ª de 1989. De manera que para nada se menciona como requisito que el usucapiente carezca de otros bienes o se demuestre la necesidad de vivienda. Este tercer reparo, también fracasa.
7.4. El cuarto reparo tiene que ver con que el a quo tampoco analizó la calidad de mera tenedora de la demandante, pues en el hecho 7 de la demanda se dice que celebró un contrato de comodato precario con el señor Pedro Pablo Aristizábal Orozco, por lo cual no puede tenerse como poseedora.

Al estudiar este reclamo, la Sala se remite al libelo introductorio y encuentra que en el hecho segundo se afirma: “Mi poderdante la señora Blanca Ruth Giraldo Ramírez, se encuentra habitando el bien inmueble mencionado en el hecho Nº 1, en calidad de poseedora, desde el año 1999 y desde esa fecha ha ejercido actos de señora y dueña sobre el bien inmueble antes citado.” Y en el séptimo: “La posesión ininterrumpida por más de nueve años de la accionante, tiene su origen en un contrato verbal celebrado entre la demandante y el Sr. Pedro Pablo Aristizábal Orozco.” (folios 31-32 cuaderno principal)
La afirmación del apelante no es cierta, toda vez que en los dos hechos de la demanda, de ninguna parte de su texto se puede inferir que se trató de un contrato de comodato precario. En el interrogatorio de parte practicado a la actora BLANCA RUTH GIRALDO RAMÍREZ, dijo que conoció al anterior propietario del inmueble PEDRO PABLO ARISTIZÁBAL OROZCO, eran amigos, paisanos de Marinilla, expresó frente a la relación, “no tuvimos ningún tipo de negocio con él, solo amistad.” A la pregunta del despacho judicial sobre la forma como llegó a ocupar el inmueble objeto del proceso, hoy de propiedad de los herederos del señor PEDRO PABLO, contestó: “cuando tuve el negocio de la platería que me trasladé de Armenia a Pereira, no tenía donde vivir, y el señor Pedro Pablo, era muy negociante y amigo mío, me dijo yo tengo una casa en Dosquebradas, se la vendo para que me vaya pagando en un plazo no mayor a tres años, hubo un convenio, fue así como me entregó la posesión física a finales de febrero de 1999, hubo un convenio verbal por la suma de $23.000.000, para irlos pagando, y que cuando pagara me hacía los papeles, yo tenía unos ahorros del negocio de productos de aseo, y de un apartamento que vendí en Armenia, con eso le empecé a abonar, para el 2002 se iban hacer las escrituras, mi esposo fue secuestrado, luego Pedro se fue para Costa Rica y trasladó sus negocios allá, al estar allá perdí contacto con él, y no pudimos hacer los papeles, traté de localizarlo y no pude, en el 2004 acabé de pagar la casa, el abogado Manuel Ángel Cano amigo me dijo que hiciera la demanda de pertenencia.” Cuando se le interroga por las consignaciones visibles a folios 10-13 del cuaderno principal (pregunta décima), contestó: “corresponde al pago de la casa, no obstante sin ser su empleada ni su socia, tuvimos relaciones comerciales, él como en dos o tres oportunidades me mandó platería de Medellín.” (folios 5-7 cuaderno número 4)
Al escrutar la sentencia, encuentra esta Corporación que, en realidad, el a quo no analizó la posible calidad de mera tenedora de la demandante, con fundamento en el hecho 7 de la demanda. Y es previsible que no lo hiciera, pues en la exposición de los hechos, especialmente en el séptimo, jamás la actora afirmó haber celebrado un contrato de comodato precario con el señor Pedro Pablo Aristizábal Orozco, lo cual es corroborado al examinarse el interrogatorio a ella realizado.

El reparo así analizado no tiene vocación de prosperidad.
7.5. Quinto reparo: No analizó el despacho, a partir de la declaración de Alberto León Jaramillo Bonilla, quien dijo le había vendido el inmueble litigado a la actora en $23.000.000, de los cuales consignó $22.000.000; por lo que restándoles un millón, lo más prudente era acudir a una demanda ejecutiva por obligación de hacer en vez de haber iniciado la de prescripción adquisitiva.

Se negará también este reclamo, por cuanto el análisis de la declaración del señor Alberto León Jaramillo Bonilla no era procedente. En efecto, dicha persona dio su testimonio el 11 de febrero de 2010, como puede observarse a folios 15 a 17 del cuaderno número 4; sin embargo, ha de tenerse en cuenta que este Tribunal  mediante providencia del 29 de agosto de 2011, decretó la nulidad de todo lo actuado, a partir del auto admisorio de la demanda (junio 8 de 2009) inclusive; en consecuencia, el testimonio rendido por el señor Jaramillo Bonilla perdió su validez, pues esta Corporación no contempló excepción alguna y no se recibió con posterioridad. 
7.6. El último reparo se refiere a que, contrario a lo argumentado por el a quo, sí se probó la existencia de la relación comercial entre la demandante, su esposo y el causante Pedro Pablo Aristizábal Orozco. Para este Tribunal, como lo afirma el apelante, sí se probó la relación comercial invocada, empero ello ninguna trascendencia tiene sobre la decisión tomada en primera instancia. Claro, la demandante en principio, como quedó visto negó cualquier tipo de relación comercial con el difunto, pero luego la admite en el interrogatorio de parte; además, los testigos traídos por la parte demandada así lo afirmaron; pero de allí no se deriva que esté probada su condición de tenedora del inmueble objeto del proceso o que reconozca dueño ajeno. Tal relación no es en sí tal una talanquera u obstáculo para haber ganado el inmueble por el modo de la usucapión. Este reparo es intrascendente.

8. Estudiados todos los reparos y al amparo de las anteriores reflexiones, deviene claro que al no prosperar ningún reparo, necesario es confirmar la providencia confutada, con la consiguiente condena a la parte demandada, por haber fracasado el recurso (art. 365-1 C.G.P.); se liquidarán en la forma como se indica en la parte resolutiva.
VI. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil Familia de Decisión, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia emitida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas Risaralda, el 30 de julio de 2015, en el presente proceso.

SEGUNDO: SE CONDENA EN COSTAS a la parte demandada, por haberse resuelto desfavorablemente la apelación (art. 392-3 CPC); se liquidarán en primera instancia, según lo previsto en el artículo 366 del C.G.P., previa fijación de la agencias en derecho por la Sala, que correspondan a esta instancia.
En su oportunidad, vuelva el expediente al juzgado de origen.
Los Magistrados,

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO                           CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
          Salvamento parcial de voto 
� En el primer inciso del artículo 51 de la Ley 9ª de 1989, se establece que la prescripción adquisitiva extraordinaria a partir del 1º de enero de 1990, se reduce a cinco  (5)  años, y el segundo inciso, respecto de la prescripción adquisitiva ordinaria a partir de la misma fecha, se reduce a tres (3) años. 
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